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COMPETENCIA TERRITORIAL. Para esta Sala, la razón está de parte del Juzgado Tercero Penal Municipal para Adolescentes con función de control de garantías, pues al tenor de lo prescrito por el artículo 1° del Decreto 1382 citado, “Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos…”. Tal prescripción, amplió el marco de competencia territorial tan restringido que traía el artículo 37 citado, precisamente, porque no en pocas ocasiones resultaba más complejo para el afectado promover y estar atento al desarrollo de su demanda de tutela, cuando la tenía que presentar exclusivamente en el lugar donde se producía el hecho. De esta norma surge que también puede hacerlo en el lugar donde los efectos de la violación o la amenaza se extiendan, por lo que es evidente que su lugar de residencia, resulta apto, a prevención con el lugar donde el hecho mismo ocurre, según lo elija el promotor del amparo, para establecer la competencia.  
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   SALA MIXTA No. 10
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, noviembre veintinueve de dos mil diecisiete
Expediente: 66001-22-18-000-2017-00016-00

Acta No. 630 de noviembre 29 de 2017
Decide la Sala el conflicto de competencia suscitado por el Juzgado Tercero Penal Municipal para Adolescentes con Función de Control de Garantías, frente al Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, en la presente acción de tutela promovida por Alejandro Ramírez López contra la Universidad Libre Seccional Pereira.
ANTECEDENTES

Alejandro Ramírez López, demandó la protección del derecho fundamental a la educación, del que es titular, vulnerado, afirma, por la Universidad Libre Seccional Pereira. 
La demanda fue presentada en el municipio de Dosquebradas y asignada al Juzgado Tercero Civil Municipal. Con proveído del 17 de noviembre del presente año, dispuso su rechazo por falta de competencia y ordenó su remisión al Juzgado Municipal de Reparto con sede en esta ciudad.  Para así resolver, expuso que a la luz del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991  y la jurisprudencia, la violación denunciada tiene asiento en la ciudad de Pereira, por ser el lugar donde se encuentra la parte accionada.

Repartida al Juzgado Tercero Penal Municipal para Adolescentes con Función e Garantías local, estimó que los argumentos del despacho remitente son contradictorios y se oponen a lo razonado por la Corte Constitucional sobre el tema, por cuanto el demandante es quien fija su criterio, a prevención, sobre el lugar de promoción del libelo, y eligió a Dosquebradas; señaló, además, que no debe tenerse presente el domicilio de las partes para radicar la competencia. Procedió, por tanto, a generar el conflicto, del que se ocupa ahora esta Sala.

CONSIDERACIONES:
  



Es del resorte de esta Corporación decidir el conflicto que se suscita entre los Juzgados Tercero Civil Municipal de Dosquebradas y Tercero Penal Municipal para Adolescentes con Función de Control de Garantías de Pereira, porque así lo establece el inciso 2
 del artículo 18 de la Ley 270 de 1996.  

   



El problema a dilucidar, acerca de cuál es el juez competente para tramitar una acción de tutela contra una entidad de carácter privado con sede en esta ciudad, y el demandante denuncia su domicilio en la vecina municipalidad de Dosquebradas, surge porque para el Juzgado de tal lugar, la aprehensión del asunto está en cabeza de los Juzgados Municipales de Pereira, si bien se dirige contra un establecimiento de esta localidad y es, por contera, donde se materializó la vulneración de los derechos; lo que discute el Juzgado Tercero Penal Municipal de la especialidad anunciada, que indica, en esencia, que el actor eligió a prevención en dónde debía surtirse el trámite que radicó.
                                         
Para dilucidar la cuestión, se recuerda que el asunto corresponde a un juez municipal, por cuanto se trata de una persona jurídica de derecho privado, de acuerdo con el artículo 1° del Decreto 1382 de 2000. 

   



Lo que debe dilucidarse, en consecuencia, cuál de los funcionarios en conflicto debe asumir el conocimiento de la acción constitucional referida. 
Para esta Sala, la razón está de parte del Juzgado Tercero Penal Municipal para Adolescentes con función de control de garantías, pues al tenor de lo prescrito por el artículo 1° del Decreto 1382 citado, “Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos…”. Tal prescripción, amplió el marco de competencia territorial tan restringido que traía el artículo 37 citado, precisamente, porque no en pocas ocasiones resultaba más complejo para el afectado promover y estar atento al desarrollo de su demanda de tutela, cuando la tenía que presentar exclusivamente en el lugar donde se producía el hecho. 

De esta norma surge que también puede hacerlo en el lugar donde los efectos de la violación o la amenaza se extiendan, por lo que es evidente que su lugar de residencia, resulta apto, a prevención con el lugar donde el hecho mismo ocurre, según lo elija el promotor del amparo, para establecer la competencia.  

  



Para el caso, si bien la demanda se dirige frente a la Seccional de la Universidad Libre en la ciudad de Pereira, no se sigue por ese solo hecho que sea exclusivamente de competencia de uno de los despacho judiciales de esta capital, si, tal como se explica, por la competencia a prevención que contiene la mentada norma, igualmente pueden conocer de ella los jueces municipales con sede en Dosquebradas (Risaralda), que es el lugar de residencia del demandante y el que, en efecto, él eligió para radicar su demanda. 

  



Sobre este particular ha dicho la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, al desenlazar un conflicto de competencia, que: 






  
“El artículo 1°, del Decreto 1382 de 2000 dispone que para los efectos previstos en el 37, del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de amparo, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos. 

4.- Sobre el alcance del precepto anterior, sostiene la Sala que su objetivo es facilitar al presunto afectado la elección del juez que resuelva sobre la petición de sus derechos fundamentales, de donde aflora evidente que la competencia por el factor territorial debe establecerse, a prevención, por el lugar en que, de acuerdo con las afirmaciones de la respectiva demanda, adquiere materialidad la violación o amenaza, es decir, donde se producen los efectos de la actuación u omisión acusadas, que ordinariamente coincide con el sitio donde el solicitante se desenvuelve en forma cotidiana.

5.- En este caso a quien le corresponde conocer del asunto es al Tribunal Superior de Medellín, Sala Familia, por tratarse de un fuero electivo y estar dirigida contra una  autoridad del orden nacional, así lo señala el numeral 1º  del artículo 1º del  Decreto 1382 de 2000; además, de acuerdo con la preceptiva del canon 37 del Decreto 2591 de 1991 en armonía con el artículo 86 de la Carta Política, son competentes para tramitar la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la vulneración del derecho que originó la petición de amparo, o donde se proyectan sus efectos, sitio que en el caso sometido a consideración de la Sala corresponde a la ciudad de Medellín, por ser ésta, igualmente, el lugar de residencia de la promotora. 

Luego, entonces, como las acciones u omisiones del ente censurado producen efecto en el lugar donde habita la peticionaria, habrá de prevalecer la voluntad de ésta.”

Líneas que acompasan con el caso que nos ocupa y que  impedían al Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, abstenerse de  asumir el conocimiento del asunto, por lo que se dispondrá la remisión del mismo a esa autoridad, para que le imprima el trámite que corresponde.
DECISIÓN

En armonía con lo discurrido, esta Sala Mixta Nro. 10 del Tribunal Superior de Pereira, DIRIME el presente conflicto de competencia en el sentido de que es el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas (Risaralda), el que debe conocer de la acción de tutela promovida por Alejandro Ramírez López contra la Universidad Libre Seccional Pereira.
Remítase el expediente a ese despacho judicial e infórmese lo pertinente al Juzgado Tercero Penal Municipal para Adolescentes con Función de Control de Garantías, que generó el conflicto. 
Notifíquese

Los Magistrados, 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES       JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
� “Conflictos de competencia: Los conflictos de competencia que se susciten entre autoridades de la jurisdicción ordinaria que tengan distinta especialidad jurisdiccional y que pertenezcan a distintos distritos, serán resueltos por la Corte Suprema de Justicia en la respectiva Sala de Casación que de acuerdo con la ley tenga el carácter de superior funcional de las autoridades en conflicto, y en cualquier otro evento por la Sala Plena de la Corporación. Los conflictos de la misma naturaleza que se presenten entre autoridades de igual o diferente categoría y pertenecientes al mismo Distrito, serán resueltos por el mismo Tribunal Superior por conducto de las Salas Mixtas integradas del modo que señale el reglamento interno de la Corporación.” 


� Auto del 27 de enero de 2011; Exp. 11001-02-03-000-2011-00082-00; M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez
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